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 14828 RESOLUCIÓN de 26 de julio de 2006, de la Dirección 
General de Seguros y Fondos de Pensiones, por la que se 
inscribe la sustitución de la entidad depositaria de Aho-
rro Futuro, Fondo de Pensiones.

Por Resolución de 21 de octubre de 1997 se procedió a la inscripción 
en el Registro administrativo especial de fondos de pensiones establecido 
en el artículo 96 del Reglamento de planes y fondos de pensiones, apro-
bado por Real Decreto 304/2004, de 20 de febrero, de Ahorro Futuro, 
Fondo de Pensiones (F0493), constando en la actualidad como entidad 
gestora de dicho fondo, Caja de Seguros Reunidos, Compañía de Seguros 
y Reaseguros, S.A. (CASER) (G0071) y Caja General de Ahorros de Gra-
nada (D0119) como entidad depositaria.

La entidad promotora del fondo, con fecha 05 de febrero de 2004 
acordó designar como nueva entidad depositaria a Confederación Espa-
ñola de Cajas de Ahorros (CECA) (D0015). Tal acuerdo consta en escri-
tura pública, debidamente inscrita en el Registro Mercantil.

En aplicación de lo previsto en la vigente legislación de planes y fon-
dos de pensiones y en especial, del artículo 60 del Reglamento, esta Direc-
ción General acuerda inscribir la citada sustitución en el Registro admi-
nistrativo especial de fondos de pensiones, ordenando su publicación en 
el Boletín Oficial del Estado.

Contra la presente resolución, que no agota la vía administrativa, 
podrá interponerse recurso de alzada ante el Sr. Secretario de Estado de 
Economía, en el plazo de un mes, de conformidad con lo establecido en 
los artículos 114 y 115 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común.

Madrid, 26 de julio de 2006.–El Director General de Seguros y Fondos 
de Pensiones, Ricardo Lozano Aragüés 

 14829 ORDEN EHA/2672/2006, de 11 de julio, por la que se 
publica el Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno 
para Asuntos Económicos, que declara el incumplimiento 
de condiciones de expedientes acogidos a la Ley 50/1985, 
de 27 de diciembre, de Incentivos Regionales.

La Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, en 
su reunión del día 18 de mayo de 2006, adoptó un Acuerdo, por el que 
se declara el incumplimiento de cuatro expedientes acogidos a la 
Ley 50/1985, de incentivos económicos regionales, en las Zonas de Pro-
moción Económica de Castilla y León, Andalucía y Valencia, por no haber 
acreditado el cumplimiento de las condiciones establecidas para el dis-
frute de los mismos.

Considerando la naturaleza y características de dicho Acuerdo, este 
Ministerio tiene a bien disponer:

Dar publicidad en el Boletín Oficial del Estado al texto íntegro del 
Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económi-
cos de fecha 18 de mayo de 2006, por el que se declara el incumplimiento 
de cuatro expedientes acogidos a la Ley 50/1985, de incentivos económi-
cos regionales, en las Zonas de Promoción Económica de Castilla y León, 
Andalucía y Valencia, por no haber acreditado el cumplimiento de las 
condiciones establecidas para el disfrute de los mismos. Dicho texto se 
incluye como anexo a esta Orden.

Madrid, 11 de julio de 2006.–El Vicepresidente Segundo del Gobierno 
y Ministro de Economía y Hacienda, P. D. (Orden EHA/3057/2004, de 21 de 
septiembre), el Secretario de Estado de Hacienda y Presupuestos, Carlos 
Ocaña y Pérez de Tudela.

ANEXO

El Ministerio de Economía y Hacienda, de conformidad con lo esta-
blecido en el Real Decreto 1535/1987, de 11 de diciembre, modificado por 
los Reales Decretos 302/1993, de 26 de febrero y 2315/1993, de 29 de 
diciembre, para los casos de incumplimiento de las condiciones estable-
cidas para el disfrute de los incentivos en las Zonas promocionables, 
delimitadas al amparo de la Ley 50/1985, de 27 de diciembre, eleva a la 
Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos la siguiente 
propuesta de

ACUERDO

Examinados los expedientes de concesión de incentivos regionales en 
las Zonas de Promoción Económica de Castilla y León, Andalucía y Valen-
cia, a las empresas que se relacionan en el anexo de este Acuerdo, a los 

efectos de verificar si han cumplido las condiciones establecidas para el 
disfrute de dichos incentivos, de conformidad con el artículo 34.1.b) del 
Real Decreto 1535/1987, modificado por Real Decreto 302/1993 y teniendo 
en consideración los siguientes

Antecedentes de hecho

1. Los incentivos fueron otorgados por diversos Acuerdos de la 
Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos de fechas 08 
de enero de 1998 en el caso del expediente BU/420/P07, 24 de febrero 
de 2000 en el caso del expediente A/322/P12, 28 de febrero de 2002 en el 
caso del expediente AL/530/P08 y 10 de julio de 2003 en el caso del expe-
diente CS/433/P12, notificados por medio de resoluciones individuales, 
que establecían las condiciones especificas y plazos para su cumpli-
miento, vinculantes para el disfrute de los expresados incentivos, resolu-
ciones individuales que fueron aceptadas por las respectivas empresas.

2. En el caso de la entidad «Campofrío Alimentación, S.A.», titular 
del expediente BU/420/P07, el 11 de junio de 2003 la Comunidad Autó-
noma de Castilla y León emitió informe sobre ejecución del proyecto, del 
que se deduce el incumplimiento en la creación y mantenimiento de 
empleo y por ello se inició el oportuno expediente de incumplimiento, de 
acuerdo con lo dispuesto en el R.D. 1535/1987, de 11 de diciembre y en la 
Orden Ministerial de 23 de mayo de 1994. Instruido el expediente de 
incumplimiento, se pone de manifiesto que la empresa no ha acreditado la 
creación y mantenimiento de 40 nuevos puestos de trabajo ni el manteni-
miento de los puestos de trabajo existentes al solicitar los beneficios, 
tanto en el centro de trabajo objeto del proyecto como en los del total de 
la sociedad.

3. En el caso de la entidad «Mojacar Royal Marina, S.L.», titular del 
expediente AL/530/P08, el 28 de abril de 2005 la Comunidad Autónoma de 
Andalucia emitió informe sobre ejecución del proyecto, del que se deduce 
el incumplimiento en la inversión realizada, en la creación de empleo, y 
en la actividad aprobada, y por ello se inició el oportuno expediente de 
incumplimiento, de acuerdo con lo dispuesto en el R.D. 1535/1987, de 11 
de diciembre y en la Orden Ministerial de 23 de mayo de 1994. Instruido el 
expediente de incumplimiento, se pone de manifiesto el incumplimiento 
del 58,68% de la condición de realizar inversiones por importe 
de 8.141.893,00 €, ya que la inversión subvencionable justificada asciende 
a 3.364.566,04 €, el incumplimiento total de la condición de crear y mante-
ner 35 puestos de trabajo así como incumplimiento en la actividad apro-
bada: hotel de cuatro estrellas, ya que ha sido calificado como hotel-apar-
tamento de cuatro estrellas.

4. En el caso de la entidad «Amarcalia, S.L.», titular del expediente 
A/322/P12, el 15 de marzo de 2005 la Comunidad Autónoma de Valencia 
emitió informe sobre ejecución del proyecto del que se deduce el incum-
plimiento en la inversión realizada y por ello se inició el oportuno expe-
diente de incumplimiento, de acuerdo con lo dispuesto en el 
R.D. 1535/1987, de 11 de diciembre y en la Orden Ministerial de 23 de 
mayo de 1994. Instruido el expediente de incumplimiento, se pone de 
manifiesto el incumplimiento del 7,81% de la condición de realizar inver-
siones por importe de 12.007.650,88 €, ya que la inversión subvencionable 
justificada asciende a 11.069.881,31 €.

5. En el caso de la entidad «Cartonajes de la Plana, S.L.», titular del 
expediente CS/433/P12, el 16 de diciembre de 2004 la Comunidad Autó-
noma de Valencia emitió informe sobre ejecución del proyecto, del que se 
deduce el incumplimiento en la inversión realizada y por ello se inició el 
oportuno expediente de incumplimiento, de acuerdo con lo dispuesto en 
el R.D. 1535/1987, de 11 de diciembre y en la Orden Ministerial de 23 de 
mayo de 1994. Instruido el expediente de incumplimiento, se pone de 
manifiesto el incumplimiento del 5,19% de la condición de realizar inver-
siones por importe de 6.521.357,00 €, ya que la inversión subvencionable 
justificada asciende a 6.183.211,00 €.

A los hechos anteriores son de aplicación los siguientes

Fundamentos de Derecho

1. El órgano competente para la resolución del procedimiento es la 
Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, según el 
artículo 5 de la Ley 50/1985, de 27 de diciembre, para la corrección de los 
desequilibrios económicos interterritoriales, dado que la cuantía de las 
inversiones aprobadas supera 6.010.121,04 €.

2. En la instrucción de los expedientes se han observado todas las 
formalidades legales, habiéndose concedido a las empresas afectadas los 
plazos preceptivos para los trámites de presentación de alegaciones y de 
audiencia previstos en el artículo 84 de la Ley de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, 
en el artículo 35 del Real Decreto 1535/1987, de 11 de diciembre, modifi-
cado por el Real Decreto 302/93 de 26 de febrero, y en el apartado 8.º de la 
Orden Ministerial de 23 de mayo de 1994.
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3. El apartado d) del artículo 37.2 del Real Decreto 1535/1987, modi-
ficado por el Real Decreto 302/1993, establece que procederá el reintegro 
total o parcial de las cantidades percibidas, y la exigencia del interés 
desde el momento del pago de la subvención, cuando se produzca el 
incumplimiento de las condiciones impuestas a los beneficiarios con 
motivo de la concesión de la subvención. Asimismo el punto 3 del citado 
artículo 37 determina que tratándose de incumplimiento referente a la 
condición de la cuantía de la inversión el alcance del incumplimiento se 
determinará proporcionalmente a la inversión dejada de practicar o prac-
ticada indebidamente, siempre que no exceda del 50 por ciento; igual-
mente el apartado 4 determina que tratándose de incumplimiento de 
condiciones referentes a la creación y mantenimiento de puestos de tra-
bajo el alcance del incumplimiento se determinará en la proporción en 
que dicha condición haya quedado incumplida y si supera el 50 por ciento 
o tuviera como resultado la destrucción del empleo se entenderá que es 
total; el apartado 6 del mismo artículo establece que si el incumplimiento 
derivara de la inobservancia de alguna condición o supuesto distinto de 
los anteriores, su alcance será determinado en función del grado y de la 
entidad de la condición incumplida. Por último el apartado 7 determina 
que la concurrencia de distintas causas de incumplimiento dará lugar a la 
apreciación conjunta de las mismas.

Vistos: La Ley 50/1985, de 27 de diciembre, el Real Decreto 1535/1987, 
de 11 de diciembre, modificado por los Reales Decretos 302/1993, de 26 de 

febrero y 2315/1993, de 29 de diciembre, el Real Decreto 570/1988, de 3 de 
junio, el Real Decreto 652/1988, de 24 de junio, el Real Decreto 883/1989, 
de 14 de julio y el Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiem-
bre, que aprueba el Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria, la 
Orden Ministerial de 23 de mayo de 1994, la Ley de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común de 26 de noviembre de 1992 y demás disposiciones de aplicación, 
así como los informes de la Dirección General de Fondos Comunitarios.

La Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, a pro-
puesta del Ministerio de Economía y Hacienda, resuelve:

Declarar el incumplimiento de las condiciones establecidas para el 
disfrute de los incentivos regionales a las empresas relacionadas en el 
anexo de este Acuerdo. En consecuencia, se modifica el importe de las 
subvenciones concedidas en proporción al alcance del incumplimiento 
según se detalla en el anexo.

Contra el presente Acuerdo, que pone fin a la vía administrativa, el 
interesado podrá interponer potestativamente recurso de reposición ante 
la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, en el plazo 
de un mes, contado a partir del día siguiente al de la notificación del 
mismo, o bien, recurso contencioso-administrativo, ante la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, en el plazo de dos 
meses, contados desde el día siguiente a la notificación del mismo. 

ANEXO AL ACUERDO DE DECLARACIÓN DE INCUMPLIMIENTO DE CONDICIONES EN EXPEDIENTES DE CONCESIÓN 
DE INCENTIVOS REGIONALES

Relación de empresas afectadas

Núm. expte. Titular
Cantidades percibidas

–
Euros

Alcance 
del incumplimiento–

–
Porcentaje

Subvención concedida
–

Euros

Subvención procedente
–

Euros

      
BU/420/P07 Campofrío Alimentación, S.A.  . . . . . . . . . . . . . 0 100 2.338.427,28 0
AL/530/P08 Mojácar Royal Marina, S.L.  . . . . . . . . . . . . . . . 0 100   977.027,16 0
A/322/P12 Amarcalia, S.L.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 613.005,03 7,81   960.612,07 885.590,50

CS/433/P12 Cartonajes de la Plana, S.L.  . . . . . . . . . . . . . . . 0 5,19   195.640,71 185.496,33

 14830 ORDEN EHA/2673/2006, de 28 de julio, por la que se 
declara la insuficiencia de medios de la Intervención 
General de la Administración del Estado, que justifica la 
contratación con empresas privadas de auditoría.

El artículo 163 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Pre-
supuestaria dispone que la auditoría pública se ejercerá, en función de 
lo previsto en el Plan Anual de Auditorías a que se refiere el artículo 
165 de esta Ley, sobre todos los órganos y entidades integrantes del 
sector público estatal y sobre los fondos a que se refiere el apartado 2 
del artículo 2 de la Ley.

Por su parte, el artículo 165 prevé que la Intervención General de la 
Administración del Estado elabore anualmente un Plan de auditorías en el 
que se incluyan las actuaciones a realizar durante el correspondiente 
ejercicio.

En este sentido, el artículo 168 de la Ley General Presupuestaria, 
establece la obligación de la Intervención General de la Administración 
del Estado de realizar anualmente la auditoría de las cuentas anuales de 
los Organismos Autónomos, las Entidades Públicas Empresariales, las 
Entidades Estatales de Derecho Público distintas de las anteriores, los 
Consorcios contemplados en el artículo 2.1.h) de la Ley, las Mutuas de 
Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad 
Social y los Fondos considerados en el artículo 2.2 de la Ley que rindan 
cuentas independientes, las Fundaciones del sector público estatal obli-
gadas a auditarse por su normativa específica y las Sociedades Mercan-
tiles Estatales y las Fundaciones del sector público estatal no sometidas 
a la obligación de auditarse que se hubieran incluido en el Plan Anual de 
Auditorías.

La Disposición adicional segunda de la ley prevé que para la ejecución 
de dicho Plan Anual, la Intervención General de la Administración del 
Estado pueda, en caso de insuficiencia de medios propios disponibles, 
recabar la colaboración de empresas privadas de auditoría, siendo nece-
saria una Orden del Ministerio de Economía y Hacienda, en la que se 
especificará la insuficiencia de los servicios de la Intervención General de 
la Administración del Estado que justifique dicha contratación.

Mediante Resolución de 11 de julio de 2006, de la Intervención General 
de la Administración del Estado, se ha aprobado el Plan Parcial de Audi-
torías y Control Financiero de Subvenciones y Ayudas Públicas para el 

año 2007, que contempla las siguientes actuaciones de auditoría, exigidas 
en cumplimiento de la normativa nacional y comunitaria vigente:

Actuaciones de auditoría a efectuar en cumplimiento del artículo 168 
de la Ley General Presupuestaria, relativo a la auditoría de cuentas 
anuales.

Trabajos de auditoría para la certificación de la cuenta FEOGA-Garan-
tía, a rendir por el Fondo Español de Garantía Agraria a la Comisión 
Europea.

La Intervención General de la Administración del Estado, como en 
años anteriores, carece de efectivos suficientes para hacer frente, en el 
plazo previsto, a algunas de las actuaciones incluidas en el plan parcial 
aprobado, por lo que razones de eficiencia técnica y organizativa y, funda-
mentalmente, razones orientadas a dar cumplimiento a la normativa 
nacional y comunitaria, determinan la necesidad de establecer un pro-
ceso de colaboración con empresas privadas de auditoría, mediante la 
contratación de la ejecución de determinadas actuaciones de control 
incluidas en los epígrafes anteriores, que la Intervención General de la 
Administración del Estado no puede asumir en su integridad con sus efec-
tivos actuales.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1. Insuficiencia de medios.

La Intervención General de la Administración del Estado carece de 
efectivos suficientes para hacer frente, en el plazo previsto, a algunas de 
las actuaciones de auditoría previstas en el Plan Parcial de Auditorías 
para el año 2007, por lo que razones de eficiencia técnica y organizativa 
encaminadas a cumplir los objetivos de ejecución contenidos en dicho 
Plan, y razones orientadas a dar cumplimiento a la normativa nacional y 
comunitaria, determinan la necesidad de establecer un proceso de cola-
boración con empresas privadas de auditoría mediante la contratación de 
determinadas actuaciones de control.

Artículo 2. Colaboración de empresas privadas.

Se autoriza a la Intervención General de la Administración del Estado, 
dentro de sus disponibilidades presupuestarias, a recabar la colaboración 
de empresas privadas de auditoría para la realización de auditorías de las 
cuentas anuales del ejercicio 2006 de las entidades a que se refiere el 


